SIN DINERO NO HAY REFORMA JUDICIAL

Entrevista   a FRANCISCO TÁVARA

El Poder Judicial se siente 'ninguneado' por el Ejecutivo por el contundente recorte de su presupuesto para el 2008, a pesar de que hay bonanza fiscal y deudas por pagar  

Por Mariella Balbi, periodista

¿El Poder Judicial ha protestado porque les recortarían el presupuesto?
El viernes pasado conocimos a través de la página web de la división de presupuesto que teníamos un techo presupuestal de 722 millones, ¡70 millones menos del presupuesto actual! Imagínese, necesitamos recursos para capacitar a los trabajadores para la implementación del Código Procesal Penal. No pedimos ni un centavo para remuneraciones de los magistrados, pero sí queremos que se dé algo a nuestros trabajadores, que son los peores pagados del sector público.

¿Cuál es el promedio?

Ochocientos soles. La tentación está diariamente ahí. No ocurre ni en Sunarp, Sunat, Banco Central de Reserva o el Congreso.

¿Su trato con el ministro de Economía es fluido?

Solo queremos que cumpla la ley de coordinación entre el Ministerio de Economía y Finanzas y el Poder Judicial, que establece una comisión de coordinación, donde está el primer ministro y los ministros de Justicia y de Economía. A pedido nuestro nos reunimos, pero se quiso hacer solo una instalación; sin embargo nosotros expusimos. Quedamos en vernos nuevamente y el ministro de Economía ignoró la citación, nos 'ninguneó'. En la reunión de todos los órganos judiciales para comprometernos con la reforma, aprovechamos para expresar nuestra protesta porque el Ministerio de Economía desconoce la ley. El presidente García nos llamó a palacio, estaban el primer ministro y els titular de Economía, expusimos y el presidente entendió. Nos explicó los requerimientos de otros sectores, pero Justicia es importante y fijó una reunión para el viernes pasado.

¿Y los plantaron?

Bueno, el ministro de Economía no asistió, llegó su viceministro y estaba la titular de Justicia y el primer ministro. Creo que es una expresión del desinterés del ministro de Economía. Le hemos dicho al primer ministro que la decisión es política: se quiere o no apoyar la reforma; al final depende de él y del presidente. La ley habla de consensuar cifras. A partir del lunes trabajarán los técnicos.

¿El primer ministro les garantizó el apoyo político?

No hubo esa expresión, dijo: "Bueno, hay que ver".

El ministro Carranza declaró que está concentrado en los cambios del SNIP (Sistema Nacional de Inversión Pública)

Pero no es para tanto, ¿no? De repente el SNIP le da mucho sueño (ríe). Él dice que pone ese presupuesto recortado para comenzar el diálogo. Quienes deciden son el presidente y el primer ministro.

¿No hay voluntad política?

No, porque esta se tiene que demostrar en los hechos. Nos sentimos maltratados en el reparto de los recursos. A veces pienso que se quiere un Poder Judicial ineficiente para golpearlo y que la gente aplauda.

¿No aceptarían el mismo presupuesto de este año?

No podemos aceptarlo. Planteamos uno de 1.180 millones de soles. Hay que amortizar la carga social, a los magistrados jubilados no se les paga la CTS y se les da un porcentaje de sus pensiones, no el íntegro. Es ilegal, ya tengo demandas, ¡se les debe 450 millones de soles! Pedimos que nos den siquiera 50 millones, que la deuda no siga creciendo y no genere intereses. El presidente y el primer ministro conocen de esto, dicen que no hay recursos, pero los indicadores económicos están en azul y hay bonanza fiscal. Es más, hemos propuesto resultados de acuerdo con los montos.

¿Es un problema de dinero o también de ineficiencia?

Está bien, en parte usted tiene razón, por eso estamos capacitando a la gente. Seguiremos esforzándonos y trabajando, pero sin recursos poco se puede hacer.

Un sector del gobierno podría decir que están siendo un poco llorones

Bueno, se dice que quien no llora no mama, ¿no? (ríe). La justicia es tan necesaria como el agua y la luz.

Quienes están en el medio judicial sostienen que la reforma está en cero.
Siempre hay incrédulos.

Usted se planteó 49 puntos por resolver en su gestión. ¿Cuántos se han absuelto?
Hemos avanzado. Estamos publicando las sentencias de la Sala Plena, se hablaba de secretismo, igual con las cortes superiores del país - 

Eso ha sido por presión de la sociedad civil

Tal vez, pero lo estamos haciendo. Además vamos a llevar a cabo un pleno casatorio, nunca se había hecho. Se ha implementado con éxito el nuevo Código Penal en Huaura y Trujillo, produciéndose una descarga procesal. Entre ambos suman 2'400.000 habitantes. Estamos luchando en moralización, la Oficina de Control de la Magistratura (OCMA) puede levantar el secreto bancario a los magistrados investigados, pese a las resistencias. Ahora, no hay que pecar de optimista, la reforma es un proceso, en dos años no se transforma el Poder Judicial, sí se puede sentar las bases para que sea sostenido.

Sin embargo los expedientes siguen acumulados y la gente presa.

Con el nuevo código los procesos terminan en horas o en meses. La gran revolución judicial que podría haber promovido este gobierno es avanzar con la implementación del nuevo Código Penal. Pero se necesita recursos para adecuar locales, capacitar a la policía, a la fiscalía, comprar equipos. De repente esto disgustará al gobierno: para implementarlo en Moquegua y Tacna pedíamos 14 millones de soles, en beneficio de 200.000 y 170.000 habitantes. No se dio el dinero, dicen que no hay; pero para el mantenimiento del tren eléctrico se destina ¡10 millones de soles! Se autoriza a cancillería que pague a un estudio estadounidense, a cuenta por un arbitraje, un millón y medio de dólares.

O sea que Moquegua y Tacna se quedaron sin nuevo Código Penal.

Lo han pateado hasta setiembre del 2008. Lima y Callao para el 2013. El Ejecutivo es el responsable. Con el nuevo código ya no hay expediente cosido porque todo es filmado, siendo mucho más rápido el proceso. Pero hay que comprar esos equipos y computadoras. El presidente nos propuso una reforma "a la peruana". ¿Cómo? Sin recursos. Dijimos que haríamos lo posible pero necesitamos recursos mínimos. Yo veo que hay dinero en la caja fiscal, pero para el Poder Judicial no hay. Chile ha invertido 700 millones de dólares.

Se está renovando el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial. ¿No es absurdo que postulen candidatos por tercera o segunda vez cuando la reforma no ha funcionado?

¿Qué funciona bien en el país? Solamente el fútbol, ¿no?, con un entrenador que gana 35.000 dólares. No tenemos la varita mágica. Es verdad que una tercera postulación no es aconsejable, habría que cambiar la ley, pero depende del Congreso. Ahora, dos años es un período corto para hacer algo. El presidente de la Corte Suprema trabaja con el presupuesto aprobado en el anterior período, solo tiene un año para ejecutar lo que ha propuesto. Espero que los jueces elijan de manera acertada.

El nuevo reglamento de la OCMA está suspendido. ¿Seguirá así?

El problema lo creó el Congreso, que este lo solucione. La ley era deficiente, indicaba participación en la OCMA de la sociedad civil. Dice que es a dedicación exclusiva, pero no se sabe si se les va a pagar o no y cuánto.

¿Dicen que se lleva mal con la doctora Elcira Vásquez, jefa de la OCMA?

A mí se me quiso responsabilizar por el reglamento, pero no tengo participación. El trato es fluido, no hay divergencias, ella está haciendo una eficiente labor.

¿Faltó transparencia en la elección de los miembros del Tribunal Constitucional?

Creo que debe reglamentarse el proceso de elección por el Congreso. Tal vez se puede buscar nuevos mecanismos y que en una primera etapa sea el Consejo Nacional de la Magistratura el que proponga una terna o quina y el Congreso decida. Debió ser más público y que primara la meritocracia y la defensa de los derechos fundamentales.

¿El fallo en Chile del juez Álvarez, que deniega la extradición de Fujimori, constituye un fracaso del Estado Peruano?

Cuando se pronunció la fiscal hubo algarabía, ahora que se pronuncia el juez nos vamos al otro extremo y se busca responsables. La mayoría de los procesos de los cuadernos de extradición se origina en el Congreso, se remiten a la fiscalía y esta se debe limitar a denunciar por los delitos tipificados por el Congreso. La suprema no puede variar la tipificación, tiene que abrir instrucción por esos delitos y forma los cuadernos. Los llamados a acopiar las pruebas son los procuradores - 

¿Los cuadernos de extradición están bien elaborados?

La sentencia del juez Álvarez no habla de deficiencias en estos. Él va al fondo del asunto y me parece que se ha excedido un poco porque en un proceso de extradición tiene que haber indicios razonables y él está buscando presunción de culpabilidad. Esta se define en un proceso judicial, no en un trámite de extradición. La decisión del juez chileno debe ser impugnada en los mejores términos. Creo que el Perú no debió apresurarse y apelar el mismo día - 

¿Por qué?

Se debió trabajar, madurar mejor el recurso impugnatorio. ¿Por qué apresurarnos y no utilizar el plazo?

El fujimorismo insiste en que el Poder Judicial peruano no garantiza el debido proceso.
Mi respuesta es categórica: el Poder Judicial peruano está capacitado para garantizar el debido proceso de cualquier ciudadano, incluido el del ex presidente. Si hay quejas, para eso está la OCMA. Prima el principio de independencia y veracidad. Hemos superado la nefasta dictadura pasada, donde no se respetó la independencia y a los jueces se los botaba o se los cambiaba.

¿La denegación del Congreso para levantar la inmunidad de algunos parlamentarios solicitada por el Poder Judicial es escandalosa?

Creo que el Congreso debe ser más reflexivo cuando el Poder Judicial pide el levantamiento de la inmunidad con el debido sustento.

Se debió declarar el estado de emergencia. Viola la Constitución el que las Fuerzas Armadas salgan a resguardar el orden interno.

He estado leyendo la Constitución y creo que hubiese sido más adecuado a nuestro ordenamiento que previamente se declarara el estado de emergencia. Es una evaluación personal.

¿Colisiona con la Constitución?

Hubiese sido más aconsejable. Obviamente, el Gobierno tenía que hacer algo. Creo que debieron consultarle al Ministerio de Justicia y que este tuviera participación. Es el asesor legal del Gobierno y debe decir si es constitucional o no. Reitero mi punto de vista.

¿Cómo es la coordinación con el Ministerio de Justicia y el Poder Judicial?

Quisiéramos una participación más activa de la ministra de Justicia, por ejemplo en esta lucha por el presupuesto, sobre todo porque ella tiene aquí sus raíces. Está apoyando, pero necesitamos un apoyo más enérgico, ella debe ser nuestra vocera en el Gabinete.

¿Cuál es su hipótesis para esta falta de energía?

Habría que preguntárselo. Tal vez es la misma personalidad del presidente de la República que absorbe mucho a sus ministros.

¿La detención de dirigentes del Sutep está dentro de los cauces legales?

Rige la libertad de reunión y de manifestar nuestras opiniones. Pero las manifestaciones tienen que ser pacíficas, sin romper lunas y cerrar vías. En Machu Picchu se tomó prácticamente la vía férrea.

¿A esa gente habría que abrirle un proceso judicial?

Yo creo que sí. La falta es ir contra el orden público y poner en peligro la seguridad de las personas. El Ministerio Público debe evaluar si hay delito penal y denunciarlos ante el Poder Judicial. Hay excesos en los reclamos.
